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DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN. Implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, seis de junio de dos mil diecisiete

Acta N°____de 6 de junio de 2017
Procede la Sala No 2 Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a resolver la acción de tutela iniciada por el señor GILDARDO DE JESÚS ALZATE ARBOLEDA contra la REGISTRADURIA ESPECIAL DEL ESTADO CIVIL DE BUGA.
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica el señor Alzate Arboleda que el día 8 de febrero de 2017 presentó solicitud ante la Registraduría Nacional del Estado Civil de Buga, la cual no ha sido atendida por esa entidad.

Estima que tal omisión vulnera su derecho fundamental de petición y en atención a ello solicita su protección y como consecuencia de una pronta respuesta por parte de la llamada a juicio.

TRÁMITE IMPARTIDO

Admitida la acción por parte de esta Corporación, se concedió a la entidad accionada el término de dos (2) días para que se vinculara a la litis, lo cual hizo a través de comunicación de fecha 2 de junio de 2017, en la que indicó que atendió la petición del señor Alzate Arboleda el 1º de igual mes y año, por lo que estima que fue superado el hecho que originó la presente acción.
Según constancia que obra a folio 12 del expediente,  la comunicación a la que se refiere la respuesta de la Registraduría Nacional del Estado Civil fue recibida por el tutelante el 5 de los corrientes.
CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO
¿Se configuró el hecho superado en el presente asunto?
Antes de abordar la solución al problema jurídico, debe precisarse que el artículo 86 de la Constitución Nacional consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas cuando resulten amenazados o vulnerados por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.

1. DERECHO DE PETICIÓN

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 

“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”

Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

Conforme con lo anterior, el titular de la petición tiene derecho a obtener, dentro de los términos legales, la correspondiente contestación, bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. Con este derecho se busca básicamente que se brinde respuesta precisa y de fondo a lo solicitado, sin que ello implique que la contestación sea obligatoriamente en sentido positivo.

También ha dispuesto el compendio normativo antes referido, en su artículo 6º  que el término para resolver las peticiones es de “quince (15) días siguientes a la fecha de su recibo. Cuando no fuere posible resolver o contestar la petición en dicho plazo, se deberá informar así al interesado, expresando los motivos de la demora y señalando a la vez la fecha en que se resolverá o dará respuesta”.
2. DEL HECHO SUPERADO

Reiteradamente la jurisprudencia constitucional ha señalado que el propósito del amparo contenido en el artículo 86 de la Carta Política, se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales en la medida que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares en los casos expresamente descritos en la ley. 

Así mismo, ha considerado que si durante el trámite de una acción de tutela sobrevienen hechos que hagan cesar la vulneración de los derechos fundamentales, la acción de amparo deja de ser el mecanismo apropiado y las decisiones que el juez constitucional pueda adoptar, resultarían inocuas, configurándose un hecho superado. 
En Sentencia T-022 de 2012 la Corte constitucional manifestó que, “si la situación fáctica que motiva la presentación de una acción de tutela se modifica porque cesa la acción u omisión que generaba la vulneración de los derechos fundamentales, dado que la pretensión esbozada para procurar su defensa está siendo debidamente satisfecha, y consecuentemente, cualquier orden de protección proferida sería inocua, lo procedente es que el juez de tutela declare la configuración de un hecho superado por carencia actual de objeto”.

3. CASO CONCRETO

De acuerdo con la solicitud elevada por el actor por cuya insatisfacción hoy reclama protección, se tiene que la misma fue remitida por correo certificado a la Registraduría de Buga, conforme dan cuenta los documentos que obran a folios 3 y 4 del expediente.  En ella requiere la expedición del registro civil de defunción de la señora Celia Rosa Buriticá de Castaño y en caso de ser negativa la respuesta, le informe los motivos por los cuales no es posible obtener el citado instrumento.
Quien dio respuesta a la acción fue la Registraduría Nacional del Estado Civile, entidad que adujo en su defensa que en misiva de fecha 2 de junio de 2017, remitida por correo certificado, informó al actor de la inexistencia de registro civil de defunción de la señora Celia Rosa Buritica de Castaño, así como el trámite que debía adelantar para obtener el referido documento.
Así las cosas, es claro que el derecho de petición del señor Alzate Arboleda, se encuentra reestablecido, en la medida en que la petición por medio de la cual requería el registro civil de defunción de la señora Buritica de Castaño o  información precisa para obtener el mismo, fue atendida y notificada en el decurso de esta actuación.

En ese entendido, resulta acertado indicar que ha desaparecido el objeto de la acción de tutela, situación que obliga a la Sala a declarar improcedente la presente acción, por carencia actual de objeto al haberse superado el hecho que la originó.
En virtud de lo dicho, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:

PRIMERO: DECLARAR la carencia actual de objeto por hecho superado.
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes, la presente decisión, por el medio más expedito.
TERCERO: REMITIR el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,
Los Magistrados,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES    OLGA LUCÍA HOYOS SEPULVEDA 
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
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